 SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N° 006 
RADICACIÓN: 66001220400020180023600

ACCIONANTE: MARIO MOSQUERA IBARGUEN
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / IMPONEN UNA MAYOR EXIGENCIA ARGUMENTATIVA AL ACCIONANTE.
De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560/05, y pueden sintetizarse así: (i) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; (ii) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; (iii) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; (iv) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia…

… la Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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RAMA JUDICIAL

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de marzo de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación No. 274
                                                  Hora: 8:00 a.m.
De conformidad con lo dispuesto por la H. Corte Suprema de Justicia en decisión de enero 14 de 2019, por medio de la cual decretó la nulidad de lo actuado en este trámite a partir del fallo de diciembre 05 de 2018, inclusive, preservando la validez de las pruebas allegadas, procede esta Corporación a decidir de nuevo la acción de tutela instaurada mediante apoderada judicial por el señor MARIO MOSQUERA IBARGUEN contra el Ministerio de Justicia y el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la vida, igualdad ante la ley y debido proceso.

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta la apoderada del señor MOSQUERA IBARGUEN, se puede concretar de la siguiente manera: (i) fue condenado en agosto 02 de 2016 a una pena intramural de 17 años y 4 meses de prisión; (ii) cuenta actualmente con 74 años de edad y recluido en el patio 02 del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, donde ha sido golpeado por otros internos, dada su condición de salud psiquiátrica y de adicción que requiere otro tipo de tratamiento para su desintoxicación y recuperación; (iii) la cárcel no es adecuada para él debido a las múltiples golpizas por la intolerancia de los demás internos; (iv) es pensionado de la Policía Nacional y a pesar de haberse ordenado su valoración psiquiátrica desde noviembre de 2017, solo se le practicó en febrero 05 de 2018, donde se concluyó que no padece enfermedad grave, pero nada se dijo acerca de que sea compatible con su internación intramural y aunque se dice que deberá tener controles permanentes, es un mero sofisma, pues no se le dan las órdenes periódicas ni los medicamentos requeridos para su dolencia, además de padecer un problema visual, sin que siquiera lo remitan al centro hospitalario pertinente que es el de la Policía Nacional; (v) aunque en el dictamen se demostró que su procurado no padece enfermedad grave, el mismo tiene demencia senil aunado a esquizofrenia, lo cual le produce cambios de temperamento que no son tolerados por sus compañeros y ello ha conllevado a que le propinen palizas que han deteriorado su salud; y (vi) si bien se enviaron solicitudes al Juzgado de Ejecución de Penas para beneficios administrativos, no se ha tenido éxito, incluso se ha pedido su traslado a una cárcel o centro psiquiátrico de Itsmina (Ch.) donde se encuentra su familia.

Pide se tutelen los derechos a la vida, en conexidad con la protección a las personas mayores, a las disminuidas físicamente, a la seguridad social, a la vida digna, a la igualdad ante la ley, y el debido proceso, a consecuencia de lo cual se le debe conceder al señor MOSQUERA IBARGUEN la posibilidad de contar con un tratamiento de desintoxicación y psiquiátrico que le procure una mejor calidad de vida; o, en su defecto, se le conceda la prisión domiciliaria acompañada de vigilancia electrónica, y de no prosperar ninguno de los anteriores, se le transfiera a la cárcel de Itsmina (Ch.).

2.- CONTRADICTORIO

La Sala dispuso correr traslado de la acción constitucional al Ministerio de Justicia, al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, y de manera oficiosa vinculó al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta misma ciudad, a la psiquiatra CAROLINA JARAMILLO adscrita a Medicina Legal, a la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional, al agente del Ministerio Público que interviene ante el despacho accionado, al Fondo para la Atención a la Población Privada de la Libertad -PPL 2018-, al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, y con ocasión de la nulidad decretada por la Sala Penal de la Corte Suprema, a la Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional, quienes así se pronunciaron:
2.1.- El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira (Rda.), señala que dicha entidad no puede decidir si el señor MARIO MOSQUERA IBARGUEN cumple la pena impuesta en dicho centro carcelario o en su residencia, al ser función exclusiva del Juez, y por ende no está dentro de sus funciones conceder o negar lo pedido.
Señala igualmente que no corresponde a la realidad que el señor MOSQUERA IBARGUEN haya sufrido golpizas por parte de otros internos, pues se encuentra en el patio 2 que corresponde a personas mayores o ancianas, donde todos se respetan y es un patio muy tranquilo, además si el actor hubiera sido golpeado habría denunciado para tomar las medidas pertinentes, pero al consultar con la oficina de asuntos disciplinarios no reposan informes en tal sentido, como tampoco en el comando de vigilancia de dicho establecimiento.  Así mismo y en cuanto a que no se le brinda la atención en salud, ello es falso, pues cuando es requerido y solicitado por la sección médica se remite al centro médico de la Policía Nacional, donde le corresponde por ser jubilado de dicha entidad e igualmente recibe la medicación prescrita y en el mes de noviembre tuvo dos remisiones a la policía para atención médica.  Pide se niegue el amparo reclamado.

2.2.- El Jefe de la Oficina Jurídica del INMLCF, no se pronuncia frente a los hechos al no constarle los mismos, y que de ser ciertos en nada involucran a dicha entidad.  Agrega que en dicho instituto se valoró al señor MARIO MOSQUERA, donde se plasmó la situación médica del recluso y las recomendaciones para el manejo de su patología, mismo que se entregó a la autoridad judicial, por lo cual no se ha sustraído de sus responsabilidades.  Se opone a las pretensiones de la tutela, al no haberse realizado u omitido actuación que ponga en peligro los derechos y observarse la falta de legitimación en la causa por pasiva.

2.3.- La Juez Cuarta de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, informa lo siguiente: (i) la pretensión de prisión domiciliaria fue resuelta en marzo 07 de 2018, cuando le fue negada en atención a las conclusiones de la galeno adscrita al INMLCF, misma que fue objeto de los recursos ordinarios, siendo confirmada en segunda instancia; (ii) no se ha vulnerado el derecho al debido proceso, pues tal negativa fue objeto de decisión judicial que cuenta con la doble presunción de acierto y legalidad, y para ser atacada por vía de tutela, debía acreditarse las graves falencias de la misma, lo cual no se hizo; (iii)  al parecer la abogada hizo una lectura equivocada del informe de medicina legal –adujo que nada se dijo sobre si la enfermedad no es compatible con su internación intramural- lo que no consulta la realidad, y por ende la determinación del despacho no podría ser diferente a negar lo pedido, pues el juez debe contar con concepto médico de especialista, y este no fue favorable a sus intereses; (iv) los jueces están sometidos al imperio de la ley y en este caso no solo ante ese despacho se pidió la sustitución de la prisión intramural pro domiciliaria, amén de su avanzada edad, sino que la misma también fue estudiada al momento de dictarse sentencia por el juez de conocimiento, la cual no fue apelada, lo que mostró conformidad con lo allí resuelto; (v) no se confrontan los argumentos del despacho y de la segunda instancia, con miras a conceder el beneficio que pide del juez constitucional, pues no argumenta en debida forma su pretensión y usa el plagio como elemento de argumentación de su tesis; (vi) las peticiones que ha presentado para lograr el traslado de su cliente a una cárcel en Itsmina (Ch.) son del resorte del INPEC,; (vii) las decisiones adoptadas se ajustan a derecho, sin consideraciones diferentes a las referidas en la ley, y si la abogada estima que la situación fáctica que tuvo en cuenta la médico legista ha variado, puede solicitar nueva valoración, pero ello no puede ser reemplazado por la transcripción de literatura que desconoce la realidad jurídica nacional, y (viii) el despacho no ha vulnerado derecho alguno y por ende pide que no se acceda a lo pretendido.

2.4.- El Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional luego de hacer alusión a la normativa que los rige, señala que al encontrarse el señor MARIO MOSQUERA  a cargo del INPEC, la prestación de sus servicios de salud corresponde brindarlos al Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, por lo cual dicha entidad no ha vulnerado derecho alguno y en consecuencia la tutela debe declararse improcedente.  Con ocasión de la nulidad decretada, allega nueva respuesta, donde además de hacer referencia a los trámites administrativos que deben surtir, expresa que el accionante solo fue valorado en el año 2015 por la especialidad de psiquiatría, y se solicitó al Hospital Mental Universitario de esta capital, información acerca de la atención que se le hubiera realizado al mismo.  Pide se desvincule a la Dirección Nacional de Sanidad, en atención a la desconcentración y delegación de funciones de las entidades del Estado, y a esa Seccional en tanto ha prestado los servicios requeridos por su afiliado, sin tener a la fecha órdenes pendientes
.
2.5.- El director  de la Dirección de Política Criminal y Penitenciaria del Ministerio de Justicia, luego de hacer alusión a las funciones de dicha cartera, al esquema de prestación de los servicios de salud de la población privada de la libertad y las funciones que al respecto le competen al INPEC, a la USPEC,  y al Fondo de Atención en Salud PPL 2017, señala que dicho Ministerio no tiene injerencia alguna en la efectivización de los subrogados penales, ni de las solicitudes del actor, en tanto no puede direccionar el sentido de una decisión de esta naturaleza, lo cual constituiría una extralimitación de funciones.  Al no vulnerarse derecho alguno pide su desvinculación de este trámite por falta de legitimación por pasiva.

2.6.- El apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017, considera que carece de legitimación en la causa al no tener competencia frente a la prestación de los servicios médicos asistenciales; así mismo, al revisar la base censal, no se encuentra el señor MARIO MOSQUERA IBARGUEN, por lo cual dicho Consorcio no puede brindarle servicios médicos toda vez que el interno de manera voluntaria optó por pertenecer al régimen especial de la Policía Nacional, siendo ellos los responsables de su atención en salud. 
Solicita en consecuencia su desvinculación de este asunto y se comprometa al área de sanidad de la Policía.

2.7.- Por parte de las demás entidades y personas vinculadas se guardó silencio.
3.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por el actor y los demás intervinientes, los cuales obran en el expediente.
4.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

4.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de las entidades accionadas se incurrió en vulneración a los derechos fundamentales reclamados por el señor MARIO MOSQUERA IBARGUEN; en caso afirmativo, se deberá determinar cuál será la actuación que deben ejecutar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
4.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones realizadas por la apoderada del señor MOSQUERA IBARGUEN, entiende la Corporación que su solicitud está dirigida a que se dejen sin efecto las providencias dictadas por los Juzgados Tercero Cuarto Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad y Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), en las que le negaron la concesión de la prisión domiciliaria por su estado de enfermedad; así mismo, de forma subsidiaria, se le otorgue la posibilidad de obtener un  tratamiento de desintoxicación y psiquiátrico que le procure una mejor calidad de vida o se transfiera para la de cárcel de Itsmina (Ch.).

Como quiera que en esta tutela se atacan providencias emitidas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar las citadas decisiones, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha acogido en fallos C-560/05 y T-332/06, entre otros.

De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560/05, y pueden sintetizarse así: (i) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; (ii) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; (iii) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; (iv) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la providencia; (v) error inducido, que se origina cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de un proveído que afecta derechos fundamentales; (vi) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus providencias en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; y (vi) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y la violación directa de la Constitución.
De igual modo, la Corte Suprema de Justicia, ante la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la providencia que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza recae en el juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad con el caso sometido a estudio, se advierte que si bien se cumplen los de carácter genérico (se trata de un asunto de relevancia constitucional al señalarse la vulneración del debido proceso; se da la protección especial para la tercera edad; se han utilizado los mecanismos ordinarios a disposición de la parte actora; se cumple el criterio de inmediatez por cuanto las decisiones atacadas por esta vía fueron proferidas hace apenas unos meses; y el amparo no se dirige contra sentencias de tutela), no ocurre lo mismo con los de orden específico, como pasa a verse:
Frente a las providencias judiciales que cuestiona la apoderada del señor MOSQUERA IBARGUEN, si bien muestra su inconformidad con lo argumentado y resuelto por los jueces que estuvieron a cargo de resolver su petición, no alcanza a demostrar que en esas providencias tenga alguno de los citados defectos y por ello se haya incurrido en una vía de hecho que afecte los derechos fundamentales del accionante.

Para estudiar la solicitud, los funcionarios tuvieron en consideración lo establecido en el artículo 68 C.P., así como lo reglado en el canon 314 ídem 461 de la Ley 906/04, y precisamente para determinar si el actor padece una enfermedad grave que impida su permanencia en el centro de reclusión, se tuvo en cuenta lo que frente a esa particular situación concluyó la médica especializada adscrita al Instituto Nacional de Medicina Legal. 
No obstante que la profesional del derecho señala que en el dictamen rendido por la médico nada se indicó en torno a si la enfermedad de su prohijado es o no compatible con su vida en reclusión, contrario a ello lo que se plasmó en tal documento es totalmente distinto, en cuanto allí se señaló  que: “Al momento de la valoración no se encuentra en un estado grave por enfermedad incompatible con la vida en reclusión formal que implique una pérdida del contacto con la realidad ni riesgo latente de auto ni hetero-agresion o necesidades administración de tratamientos en  medios hospitalarios”. – Negrillas de la Sala-
Como fácilmente se extrae de la conclusión rendida por la médico forense, el señor MARIO MOSQUERA no padece enfermedad grave que haga incompatible su vida en prisión, y precisamente ello es uno de los requisitos a los que alude la norma para considerar como procedente la sustitución de la reclusión intramural por la domiciliaria.
La determinación adoptada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas se aprecia en consecuencia ajustada a derecho, y frente a la misma mostró la defensa inconformidad por lo que interpuso recurso de reposición y apelación, sin que el despacho hubiera variado lo decidido; además, la alzada fue resuelta por el juez de conocimiento en decisión por medio de la cual se confirmó la determinación del juez ejecutor, con fundamento también en el dictamen médico que les debía servir de soporte para definir el asunto. 

No podía en consecuencia haberse adoptado un proveído distinto al que se emitió por parte de los funcionarios accionados, en tanto la exigencia legal para ser merecedor de la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria, como era el estado grave de enfermedad incompatible con su vida en reclusión, no se cumplió.

No hubo por tanto infracción al debido proceso, como tampoco a la igualdad, pues ninguna referencia hizo la abogada tutelante en relación con casos similares a los del señor MARIO MOSQUERA, en los cuales ese juzgado hubiera obrado de manera distinta; es decir, se trata de meras suposiciones que carecen de soporte fáctico y probatorio.

Ahora bien, en punto de la información suministrada por la actora, en relación con las agresiones físicas de las que ha sido objeto el señor MARIO IBARGUEN, debe indicarse conforme lo señaló en este trámite el señor Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, que ello no es cierto, pues ninguna información reposa en la Oficina de Control Interno Disciplinario del Penal, ni en el Comando de Vigilancia, cuando son precisamente esas dependencias las que deberían tener conocimiento directo de una tal situación, y al carecer de ello, lo que se infiere es que unas tales agresiones no han tenido ocurrencia, pues de lo contrario así se había dado  a conocer a las autoridades penitenciarias para que adoptaran los correctivos a que hubiere lugar.  
Lo anterior, aunado a que el señor MARIO IBARGUEN, como lo indicó el Director del Penal, se encuentra en un patio donde existen otras personas mayores, y en el cual impera el respeto. Por tanto, nada se ha dicho en relación con lo planteado en la presente tutela.

Se hace alusión igualmente a la atención médica que en sentir de la letrada no se le presta a su defendido, pero de la información que se arrimó al expediente se advierte lo contrario, esto es, que por parte del INPEC se ha procedido, cuando así lo dispone la autoridad médica, a trasladar al detenido a recibir la atención en salud ante el Hospital de la Policía, por hacer parte de ese régimen especial. Y si bien el señor MARIO IBARGUEN al parecer requiere tratamiento médico, si en cuenta tenemos la información contenida en el dictamen elaborado por especialista del INMLC donde plasmó que “idealmente, dados sus antecedentes, debe tener controles médicos regulares por médico especialista en psiquiatría los cuales pueden realizarse de manera ambulatoria”, es claro que cuanto el actor ha necesitado intervención médica por parte del INPEC se ha procedido a su remisión al Hospital de la Policía, tal cual así se hizo en el mes anterior, momento en el cual fue llevado en dos ocasiones para lo pertinente, y por ende de requerir atención especializada en psiquiatría deberá el INPEC coordinar lo necesario para las remisiones a las que hubiere lugar.
Finalmente y en cuanto a la petición que por vía de tutela se efectúa para que el INPEC transfiera al señor MARIO IBARGUEN a una cárcel en Itsmina (Ch.), debe expresarse que de conformidad con lo reglado en el artículo 73 de la Ley 65/93 -por el cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario- corresponde a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario disponer el traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro. Así mismo, la Ley 1709/14 en su artículo 52 que modificó el canon 74 de la Ley 65, dispuso que una solicitud en tal sentido puede ser elevada, entre otros, por el interno o su defensor, o los familiares del interno dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad, y como causales para ello determinó las siguientes:

“1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista.
2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento.
3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno.
4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento.
5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos.
Parágrafo 1°. Si el traslado es solicitado por el funcionario de conocimiento indicará el motivo de este y el lugar a donde debe ser remitido el interno.
Parágrafo 2°. Hecha la solicitud de traslado, el Director del Inpec resolverá teniendo en cuenta la disponibilidad de cupos y las condicio​nes de seguridad del establecimiento; y procurará que sea cercano al entorno familiar del condenado.
Parágrafo 3°. La Dirección del Establecimiento Penitenciario infor​mará de manera inmediata sobre la solicitud del traslado al familiar más cercano que el recluso hubiere designado o del que se tenga noticia”.
A todo lo cual debe agregarse que de conformidad con el canon 77 de la Ley 65/93: “sólo en estos casos excepcionales y con suficiente justificación, podrá el Director de un centro de reclusión disponer el traslado de un interno, dando aviso inmediato a la autoridad correspondiente”. 

Acorde con lo anterior, esta Sala ha sido del criterio de avalar las decisiones que propenden por el respeto de las disposiciones del Código Penitenciario, las cuales fijan en cabeza del INPEC el manejo de la población carcelaria, específicamente en lo que tiene que ver con el margen de discrecionalidad otorgado para los traslados, el cual es compatible con la misión que cumple dicha institución, y acerca de lo cual ya existen abundantes pronunciamientos jurisprudenciales a nivel nacional
.

En este caso específico, lo que se advierte de la información que se arrimó en sede constitucional, es que la apoderada del señor MARIO MOSQUERA, en lugar de acudir al INPEC de manera directa para procurar que su prohijado sea transferido a la Cárcel de Itsmina (Ch.), decidió hacerlo ante la judicatura, con los resultados ya esperados, en tanto es evidente que la competencia para tomar una tal determinación le asiste de forma exclusiva a las autoridades carcelarias. Por ello, se insta a la apoderada del interno para que eleve formalmente al INPEC la solicitud de traslado de su cliente, por ser dicha autoridad la encargada de resolver lo pertinente.

Sin lugar a mayores consideraciones, estima la Corporación que la acción de tutela presentada mediante apoderada judicial por el señor MARIO MOSQUERA IBARGUE, deviene improcedente, y así se resolverá.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la tutela presentada mediante apoderada judicial por el señor MARIO MOSQUERA IBARGUEN. 
SEGUNDO: Se insta a la apoderada del señor MARIO MOSQUERA IBARGUEN, para que eleve de manera formal al INPEC la solicitud de traslado de su cliente, ya sea al Establecimiento Penitenciario o Carcelario de Pereira, o en su defecto a uno con mayor cercanía, por ser dicha autoridad la encargada de adoptar una determinación en tal sentido.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Ver folio 153 y ss.


� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� En particular se cita la Sentencia T-318/12, cuando expuso: “En conclusión, dado que la ley confiere al INPEC la discrecionalidad del traslado, en principio esta situación impide que el juez de tutela interfiera en tal decisión, siempre y cuando la misma no sea arbitraria y no vulnere o amenace derechos constitucionales fundamentales que no puedan ser limitados o suspendidos, ni siquiera estando en la condición de reo, como lo serían el derecho a la vida, la integridad física y la salud, entre otros.
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